ARCHIVO Y DERECHOS HUMANOS: EL CASO DE LA SENTENCIA T-025 DE 2004 Y SUS AUTOS DE SEGUIMIENTO 
El tema propuesto en este seminario, en general, nos invita a reflexionar en torno al papel que juegan los archivos en la construcción y preservación de la memoria en sociedades que, como la nuestra, han padecido la ignominia de la violación masiva y sistemática de los derechos humanos de sus habitantes.
 Así mismo, sugiere que el tratamiento de los archivos que documentan las situaciones y circunstancias de vulneración, con algunos matices y salvedades, puede desempeñar un rol significativo en la defensa y promoción de algunos derechos fundamentales de las víctimas, como el derecho a la verdad, el no olvido, la memoria y la garantía de no repetición.

Me corresponde referirme al caso de la Sentencia T-025 de 2004,  por medio de la cual la Corte Constitucional declara la existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado en el país. En esta providencia, la Corte concluye que por las condiciones de vulnerabilidad extrema en la que se encuentra la población desplazada, así como por la omisión de las distintas autoridades encargadas de su atención, se han vulnerado de manera prolongada y reiterada los derechos de las personas desplazadas por la violencia.
La presente ponencia tiene como objetivo presentar el contenido y la dinámica que se ha generado alrededor de la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento, con el propósito de reflexionar en torno al valor de los expedientes judiciales en la construcción de la memoria colectiva en situaciones de vulneración de derechos humanos de la población desplazada por la violencia y la respuesta del Estado y la sociedad sobre este particular. 

Se empleará como marco de análisis, los principios contra la impunidad proferidos por la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas en su  Resolución 2005/08, en lo relativo a la salvaguardia del derecho a saber que le asiste a las víctimas, íntimamente ligado  a las medidas para preservación de los archivos como fuente para determinar las violaciones de derechos, consagrados en este instrumento internacional.
Se explicará la metodología de trabajo empleado por la Corte para hacer seguimiento a sus órdenes y decisiones, caracterizada por las revisiones periódicas a través de autos, audiencias públicas con las entidades responsables y la invitación a organizaciones no gubernamentales, organizaciones de víctimas y organismos internacionales a participar en el proceso de seguimiento. 
Lo anterior, ha llevado a que el expediente contentivo de la sentencia T-025 de 2004 y su proceso de seguimiento, constituya una pieza documental que da cuenta de la respuesta estatal a un capítulo, aún inconcluso,  de la violación del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario de millones de colombianos y colombianas, y a su diálogo con algunos voceros de la sociedad.
(I)  Principios internacionales sobre la lucha contra la impunidad y la conservación de Archivos
El 21 de abril de 2005, durante el 61 período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, la Organización de Naciones Unidas emitió su  Resolución 2005/08, por medio de la cual fueron adoptados los principios internacionales sobre la lucha contra la impunidad. La Resolución citada, constituye una herramienta que sistematiza, condesa y organiza las obligaciones internacionales de los Estados en materia de lucha contra la impunidad y, en general, les exige prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los Derechos Humanos.

La dogmática interna de estos principios, se estructura alrededor de tres derechos: El derecho a saber o derecho a la verdad; el derecho a la justicia y el el derecho a la reparación de los daños sufridos y la garantía de su no repetición. 

En el eje del derecho a saber o derecho a la verdad, se consagran cuatro principios: 
· El derecho inalienable a la verdad (Principio 2), como el derecho de cada pueblo “a conocer la verdad acerca de los acontecimientos sucedidos en el pasado en relación con la perpetración de crímenes aberrantes y de las circunstancias y los motivos que llevaron, mediante violaciones masivas o sistemáticas, a la perpetración de esos crímenes”.
· El deber de recordar (Principio 3) en tanto que “el conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión forma parte de su patrimonio y, por ello, se debe conservar adoptando medidas adecuadas en aras del deber de recordar que incumbe al Estado para preservar los archivos y otras pruebas relativas a violaciones de los derechos humanos y el derecho humanitario y para facilitar el conocimiento de tales violaciones”.
·  El derecho de las víctimas a saber (Principio 4)  como “el derecho imprescriptible a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima”.

·  Las garantías para hacer efectivo el derecho a saber (Principio 5)  como el deber de los Estados de  “adoptar las medidas adecuadas, incluidas las medidas necesarias para garantizar el funcionamiento independiente y eficaz del poder judicial, para hacer efectivo el derecho a saber” u  otras  medidas no judiciales que complementen la función del poder judicial, tales como el establecimiento transitorio de comisiones de la verdad. 

Ahora bien, conscientes de que los anteriores principios constitutivos del derecho a saber,  se tornarían irrealizables si los Estados no cuentan con los soportes materiales y las fuentes en las cuales consten la comisión de crímenes y actos contra los derechos humanos, debidamente organizadas y protegidas, el literal C de la Resolución establece cinco principios tendientes a la preservación y consulta de los archivos, en el entendido de que por medio de estos,  es posible determinar, verificar y constatar tales violaciones.
Cuatro de los cinco principios que se consideran pertinentes para los efectos de la presente ponencia,  se enuncian a continuación: 

·  Medidas de preservación de los archivos (Principio 14) Este principio menciona que “el derecho a saber implica la necesidad de preservar los archivos”. Por lo tanto, los Estados “deberán adoptar medidas técnicas y sanciones penales para impedir la sustracción, la destrucción, la disimulación o la falsificación de los archivos, entre otras cosas con el fin de que queden impunes los autores de violaciones de derechos humanos y/o del derecho humanitario.

· Medidas para facilitar la consulta de los archivos (Principio 15). Este principio estipula que deberá facilitarse “la consulta de los archivos en interés de las víctimas y de sus familiares para hacer valer sus derechos”. Y, “en caso necesario, también se facilitará a las personas acusadas que lo soliciten para defenderse”.
· Cooperación de los servicios de archivo con los tribunales y las comisiones extrajudiciales de investigación (Principio 16). Se establece que “los tribunales y las comisiones extrajudiciales de investigación, así como los investigadores que trabajen bajo su responsabilidad, deberán poder consultar libremente los archivos. Este principio se aplicará en forma tal que respete los requisitos pertinentes para proteger la vida privada, incluidos en particular seguridades de confidencialidad proporcionadas a las víctimas y a otros testigos como condición previa de su testimonio (…)”
· Medidas específicas relativas a los archivos de carácter nominativo (Principio 17). Una vez se aclara que se consideran nominativos los archivos que contengan información que permita, directa o indirectamente, identificar a las personas a las que se refieren, “toda persona tendrá derecho a saber si figura en los archivos estatales y, llegado el caso, después de ejercer su derecho de consulta, a impugnar la legitimidad de las informaciones que le conciernan ejerciendo el derecho de réplica”. 
Según lo ha expresado la Corte Constitucional en varias sentencias, los principios de lucha contra la impunidad proferidos por la ONU, tienen valor vinculante dentro ordenamiento jurídico colombiano, al hacer parte del bloque de constitucionalidad en virtud del artículo 93 de la Carta Política y de conformidad con el artículo 9 de la misma, en el que se establece que “Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia”.
En la Sentencia C-370 de 2006, por medio de la cual la Corte Constitucional se pronunció acerca de la exequibilidad de la Ley 975 de 2005, la Corporación consideró que los principios internacionales sobre la impunidad y las reparaciones constituyen parámetros para evaluar la constitucionalidad de la leyes internas y, en particular, para interpretar el contenido de los derechos a la verdad, justicia y reparación en el marco de la aplicación de la ley 975 de 2005. 

En lo que respecta al valor vinculante de los principios contra la impunidad y la restitución y el derecho a saber que les asiste a las víctimas, la Corte se pronunció en los siguientes términos: 
“(…) el mencionado Conjunto comprende los lineamientos formulados por las Naciones Unidas que contienen pautas normativas y jurisprudenciales de Derecho Internacional, así como la experiencia histórica proveniente de procesos de tránsito a la democracia o de consolidación del Estado de Derecho en distintas naciones, y que conforman un marco conceptual de gran valor como fuente de Derecho Internacional”.
(…)

“En resumen, la Corte aprecia que, dentro de las principales conclusiones que se extraen del “Conjunto de Principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad” en su última actualización, cabe mencionar las siguientes, de especial relevancia para el estudio de constitucionalidad que adelanta: (i) durante los procesos de transición hacia la paz, como el que adelanta Colombia, a las víctimas les asisten tres categorías de derechos: a) el derecho a saber, b) el derecho a la justicia y c) el derecho a la reparación; (ii) el derecho a saber es imprescriptible e implica la posibilidad de conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima; (iii) el derecho a saber también hace referencia al derecho colectivo a conocer qué pasó, derecho que tiene su razón de ser en la necesidad de prevenir que las violaciones se reproduzcan y que implica la obligación de “memoria” pública sobre los resultados de las investigaciones(…)”

Si bien en la citada Sentencia C-370, la Corte no se pronuncia respecto al literal C de la Resolución de la ONU relacionado con la preservación y consulta de los archivos, es dable inferir que, de cara  a la salvaguardia del derecho a saber de las víctimas, en consonancia con el artículo 9 y 93 de la Carta Política, al Estado colombiano le es exigible el deber de acatar los principios relativos a la conservación de los archivos en tanto soportes para la determinación de la violación de los derechos humanos y, en consecuencia, promover el derecho a la verdad en los contextos de violencia.

Adicionalmente, el deber de conservación de archivos en cabeza de los Estados es congruente con varios derechos de rango constitucional dentro de los cuales se destacan: el deber de conservación de la riqueza cultural de la nación (Art 8), el derecho a  la intimidad personal y familiar y la inviolabilidad de correspondencia con las excepciones establecidas en la Ley (Art.15), la Libertad de pensamiento y opinión y de recibir información veraz (Art. 20), el derecho a la Información (art.23), la libertad de Cátedra (Art. 27), el deber del Estado de promover y fomentar el acceso a la cultura (Art.70),la libertad de conocimiento y expresión artística (Art 71), la protección  del patrimonio cultural del Estado ( Art 72), el acceso a documentos públicos salvo las excepciones que establezca la  Ley (Art 74), el acceso a documentos públicos por parte de los partidos y movimientos políticos (Art 112). 
Dentro de los archivos a los que se refieren los principios contra la impunidad,  se encuentran los expedientes judiciales los cuales, a luz de estos principios, también deben ser objeto de preservación por parte de los Estados. Esta conclusión se deriva de la definición de “archivo” que ofrece la Resolución que ya mencioné de la ONU. Se entiende como archivo: las “colecciones de documentos relativos a violaciones de los derechos humanos y el derecho humanitario de fuentes que incluyen: (…); c) organismos estatales, incluida la oficina del fiscal y el poder judicial, que participan en la protección de los derechos humanos. (Subrayado fuera del texto).
La anterior declaración compele a los Estados a contar con un marco normativo, recursos administrativos, financieros, logísticos y de gestión para que los documentos producidos en el marco del ejercicio de la función jurisdiccional sean debidamente protegidos y conservados.
En Colombia, existe un vasto entramado normativo relacionado con la política archivística. No obstante, con la Ley 594 de 2000, el Congreso expidió un Estatuto General para regular la función y gestión de los archivos. Esta norma contempla, entre otros aspectos, que la  Rama Ejecutiva, Legislativa y Judicial, los Organismos de Control y Organismos Autónomos deben someterse a los parámetros fijados por la Ley General de Archivos.

La ley 594 de 2000 no establece el tratamiento especial que requiere los expedientes judiciales. Una de las razones que explicarían este hecho, tiene que ver con la garantía constitucional de autonomía judicial que no sólo se refiere a que las decisiones de los jueces deben someterse únicamente al imperio de la Ley, sino también a que la Rama cuenta con autonomía administrativa y financiera respecto de los demás poderes públicos.

Así las cosas, en tanto órgano de Gobierno  de la Rama Judicial por disposición constitucional, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo 1746 de 2003, fijó las normas marco sobre Administración de Documentos en la Rama Judicial y  determinó su estructura orgánica. En este reglamento, estableció los principios que rigen la administración de documentos de la Rama Judicial, la estructura orgánica  de administración documental integrada por un Comité Nacional de Archivo, los Comités Seccionales y los Órganos de Ejecución en cabeza de las direcciones seccionales de administración judicial y oficinas administrativas, así como de los funcionarios y empleados de los Juzgados, Tribunales y Altas Cortes que ejercen funciones archivísticas.

En esta normativa, en general, se establece el procedimiento de gestión documental tanto de los archivos administrativos y expedientes judiciales, desde su producción hasta su paso al archivo central y finalmente al archivo histórico en los sitios dispuestos para los efectos. En el marco de este procedimiento, es claro que durante el trámite de un proceso judicial el expediente aún se encuentra en gestión y sólo puede ser manipulado por el Juez de la causa o los servidores del despacho autorizado por éste.

No obstante, en el Acuerdo que se comenta, no se establecen criterios diferenciales para proceder  a la gestión en el archivo central y en el archivo histórico de procesos judiciales relacionados con violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario que, de cara a los principios contra impunidad en lo pertinente a los archivos, requieren de protocolos especiales en materia de custodia, seguridad, conservación y organización en tanto fuentes de verificación de tales violaciones. En consecuencia, el tratamiento en el archivo de gestión y en el archivo histórico de los expedientes relativos a violaciones de derechos humanos que por ejemplo, los procesos que provienen de los Juzgados Penales, Penales del Circuito Especializado y Tribunales Superiores, es el mismo que se le otorga  a los expedientes de otras jurisdicciones que no se refieren a situaciones de violación de derechos humanos.

En este punto es preciso efectuar una aclaración. La ley 975 de 2005, por la cual el gobierno nacional dictó disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, en el inciso segundo del artículo 32 establece que: “corresponde a la Secretaria del respectivo Tribunal organizar, sistematizar y conservar los archivos de los hechos y circunstancias relacionados con las conductas de las personas objeto de cualquiera de las medidas de que trata la presente ley, con el fin de garantizar los derechos de las víctimas a la verdad y preservar del olvido la memoria colectiva. También deberá garantizar el acceso público a los registros de casos ejecutoriados, y contar con una Oficina de Comunicaciones para divulgar la verdad de lo acontecido”. No obstante, los procesos penales iniciados por las desmovilizaciones colectivas e individuales bajo la égida de la Ley de Justicia y Paz, no son los únicos que contienen hechos constitutivos de vulneración de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. A lo largo del país, los despachos penales adelantan o han adelantado el juicio por conductas que conculcan el derecho internacional de los derechos humanos y, por esta razón, requieren de la actividad y apoyo en gestión de los órganos de administración de la Rama Judicial y de la administración pública  para efectos  de salvaguardar sus archivos y contribuir así a la protección del derecho a la verdad y a la memoria colectiva, más allá de la protección archivística de los procesos de Justicia y Paz. 
Consideramos, que el expediente que se han venido configurando con la expedición de la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento se encuentra en la situación descrita.
(II) La Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento: un relato sobre el desplazamiento forzado para la memoria. 
1. Contenido de la Sentencia T-025 de 2004

En su libro Cortes y Cambio Social César Rodríguez y Diana Rodríguez afirman que la Sentencia T-025 de 2004 es el fallo más ambicioso en las dos décadas de funcionamiento de la Corte Constitucional colombiana. En ella se declaró que la situación de los más de tres millones de personas desplazadas por la violencia constituye un “estado de cosas inconstitucional”, al constatarse la existencia de una masiva y reiterada violación de los derechos humanos de la población desplazada, que obedecen en gran parte, a las fallas estructurales en las políticas públicas de atención.  

Según algunos doctrinantes del constitucionalismo comparado, la Sentencia T-025 de 2004 se considera una “macrosentencia” en virtud  de las siguientes características: (i) El tamaño de la población beneficiaria (ii) la gravedad de las violaciones de derechos humanos que pretende resolver, (iii) la cantidad de actores estatales y sociales que involucra (iv) la duración de las órdenes proferidas en el fallo que lleva siete años y aún sigue abierto.

La Sentencia T-025 de 2004 surgió de la acumulación de 108 expedientes de tutela, interpuestas por 1150 núcleos familiares, con un promedio de cuatro personas por núcleo y compuestos principalmente por mujeres cabeza de familia, personas de la tercera edad y menores de edad desplazados por la violencia, los cuales recibieron algún tipo de ayuda humanitaria de emergencia durante los tres meses siguientes a su desplazamiento, pero no de manera completa y oportuna.

Los demandantes interpusieron las acciones de tutela contra la Red de Solidaridad Social, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los Ministerios de Salud y del Trabajo, el Ministerio de Agricultura, el Ministerio de Educación, el INURBE, el INCORA, el SENA, así como varias entidades territoriales del orden municipal y departamental. Consideraron que estas entidades no estaban cumpliendo con su misión de proteger a la población desplazada y por la falta de respuesta a sus solicitudes en materia de vivienda, acceso a proyectos productivos, atención en salud y ayuda humanitaria. 

En su análisis, la Corte encontró que los esfuerzos de las autoridades para garantizar los derechos de la población desplazada y los recursos invertidos tendientes a la materialización de dichos derechos, no se corresponden con las disposiciones contenidas en la Ley 387 de 1997, ni con los Decretos de gobierno nacional, ni con lo dispuesto en un Documento Conpes relativa a la apropiación que debía efectuar el Estado para garantizar el goce de los derechos de la población desplazada. 

En efecto, de conformidad con los informes remitidos a la Corte Constitucional se pudo constatar que: El 61% de la población desplazada no recibió ayuda del gobierno en el período comprendido entre enero de 2000 y junio de 2001; sólo el 30 % de las personas que se desplazaron individualmente o en grupos pequeños recibieron asistencia gubernamental; en atención humanitaria de emergencia, componente que mejores resultados mostró entre 1998 y 2002, se tuvo una cobertura de 43% en los hogares desplazados registrados, cumpliendo con el 36% del nivel establecido como meta en el Plan Estratégico; de los proyectos de generación de ingresos la cobertura fue de 19.5% de la población desplazada registrada; en los proyectos de capacitación laboral los resultados fueron elevados, pero su cobertura era insuficiente, pues la acción estatal se había enfocado en mayor medida en los proyectos productivos; en materia de vivienda se cumplió solamente el 11.4% de las metas planteadas y se atendió sólo 3.7% de la demanda potencial. 
En la sentencia, la Corte identificó que las principales falencias que han permitido la vulneración de los derechos de la población desplazada obedecen, por un lado, a la debilidad en la capacidad institucional de Estado para una atención adecuada y efectiva de la población y, por otra parte, a la falta de asignaciones presupuestales que respalden financieramente esta atención. Además, reconoce que la vulneración de los derechos no es atribuible a una sola entidad, sino que todas las entidades nacionales y territoriales, han permitido que la vulneración de los derechos se mantenga y, en unas regiones, se agudice.
Por lo anterior, ordena que las entidades que integran el Consejo Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada garantice la coherencia entre las obligaciones fijadas por las autoridades competentes y la cantidad de recursos efectivamente destinados a proteger los derechos de la población desplazada. En palabras de la Corte que: se “diseñen y pongan en marcha políticas, planes y programas que garanticen los derechos fundamentales de cuyo goce efectivo depende la superación del estado de cosas inconstitucional”.
 Así mismo, con base en los principios rectores de los desplazamientos forzados internos promulgados por las Naciones Unidas en 1998, según los cuales, “existen ciertos derechos mínimos de la población desplazada que deben ser satisfechos en cualquier circunstancia por las autoridades a los desplazados, puesto que en ello se juega la subsistencia digna de las personas en esta situación”, la Corte estableció que las entidades públicas competentes deben garantizar un mínimo de protección de los derechos de la población en desplazamiento consistente en la salvaguarda del núcleo esencial de los derechos a la vida, a la dignidad, a la integridad física, sicológica  y moral, a la unidad familiar, a la prestación del servicio de salud urgente y básico, la protección frente a prácticas discriminatorias en razón a la condición de desplazamiento y el derecho a la educación hasta los quince años de niños, niñas y adolescentes desplazados.
2. Proceso de seguimiento de la sentencia T-025 de 2004 
El análisis que avocó la Corte Constitucional sobre la situación de los derechos fundamentales de la población desplazada y las órdenes emitidas para superar el estado de cosas inconstitucional declarado en la T-025, no finalizó con la emisión del fallo. Haciendo uso de la herramienta otorgada por el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 23, la Corte mantuvo la competencia para impulsar la implementación efectiva de sus órdenes hasta tanto sean superadas las condiciones que dieron lugar a la declaratoria del estado de cosas inconstitucional, a través de Autos de Seguimiento y Audiencias públicas en las cuales se realizan balances de las actuaciones adelantadas por  el Gobierno en cumplimiento de las órdenes. Así mismo, en el transcurso de los siete años se han dictado nuevas órdenes tendientes a la protección de los derechos de la población desplazada. 

La Corte ha realizado 15 audiencias públicas, con el fin de acopiar los últimos elementos de juicio relevantes para resolver si hubo o no cumplimiento de las órdenes de la Sentencia T-025 de 2004 relativas a la superación del estado de cosas inconstitucional, para luego adoptar las medidas a que hubiere lugar. A estas audiencias, fueron citadas las entidades gubernamentales responsables de atender a la población desplazada, tanto del orden nacional como territorial, los organismos de control, las organizaciones de población desplazada y las agencias internacionales que trabajan en defensa de los derechos de ésta población. Al requerir el diseño de políticas y convocar audiencias públicas periódicas para discutirlas, la Corte estableció un procedimiento participativo y gradual de implementación del fallo.
En el transcurso de siete años, la Corte ha emitido aproximadamente 162 autos de seguimiento. En ellos, la Corporación ha involucrado al Estado y a la sociedad civil en la elaboración y aplicación de programas para enfrentar la crisis humanitaria del desplazamiento, con el fin de darles continuidad a las órdenes impartidas en la sentencia, solicitar informes y acciones concretas, hacer seguimientos puntuales y establecer indicadores de evaluación del grado de realización de los derechos de los desplazados.
Periódicamente, según cronogramas establecidos por la misma Corporación, se reciben informes del Gobierno Nacional, de los organismos de control, de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública de atención a la población desplazada, de organizaciones no gubernamentales, de centros universitarios y académicos, de organismos internacionales y de la población desplazada. El análisis de los informes tiene en cuenta, entre otros aspectos que se dé cumplimiento a los componentes de la política pública tales como: Prevención y Protección, Registro, Ayuda humanitaria, Salud, Educación, Vivienda, Retorno y reubicación, Tierras, Generación de ingresos, Verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición, participación, Esfuerzo presupuestal y Capacidad institucional. 
Entre el año 2004 y 2006, los Autos de seguimiento se han enfocado en la evaluación de la política pública  que se había limitado a la expedición de normas tales como la Ley 387 de 1997 en la que se habían contemplado medidas para la prevención, atención, protección, consolidación y estabilización socio económica y creó el Sistema Nacional de Atención Integral a la población desplazada; el documento Conpes 3057 de 1999 que estableció un plan de acción para la prevención  y atención del desplazamiento forzado y varios decretos reglamentarios. Este marco legal y reglamentario, no se tradujo en la garantía defectiva de los derechos de la población, denotando con ello la pasividad de la gestión estatal social sobre la materia. 

Entre el año 2006 y mediados del 2008, los autos estuvieron dirigidos al desarrollo de mecanismos de evaluación para medir avances, retrocesos o estancamientos en la protección de la población desplazada, a través de la formulación participativa entre las entidades del gobierno y expertos en la materia de indicadores de medición del goce efectivo de los derechos. Y, desde mediados de 2008, los autos de la Corte se han concentrado en la vigilancia cercana de actuaciones del Gobierno y la verificación de la continuación de emergencia humanitaria de la población desplazada.

En la evaluación efectuada por la Corte, se constató que una de las debilidades de la política pública en materia de desplazamiento es la ausencia de un enfoque diferencial en la formulación, implementación y seguimiento de las políticas públicas. Por esta razón, y con base en el artículo 13 de la Constitución Política, se pone de manifiesto que existe un impacto diferencial del fenómeno del desplazamiento en ciertos grupos poblacionales. En efecto, el desplazamiento forzado apareja consecuencias diferentes dependiendo de la edad, el género, la etnia y las capacidades físicas de la personas, teniendo en cuenta la especificidad de sus vulnerabilidades, sus necesidades de protección, de atención y las posibilidades que tienen de reconstruir sus proyectos de vida digna.
En consecuencia, la Corte señaló que los programas adelantados por el Estado deben brindar atención preferente a las necesidades particulares de éstos sujetos de especial protección constitucional, afectados de forma aguda por el desplazamiento forzado, dada la magnitud de los riesgos a los que están expuestos. Desde este enfoque diferencial, la Corte ha protegido especialmente a Mujeres (autos 092/07 y 237/08); Niños, niñas y adolescentes  (auto 251/08); Indígenas (auto 004/09); Afrodescendientes (auto 005/09) y personas con Discapacidad y tercera edad (auto 006/09).
En la parte considerativa de estos Autos, la Corte adelanta un estudio contextual y situacional de los grupos poblacionales especialmente vulnerables en el marco de conflicto armado, destacando los riesgos a los cuales se encuentran expuestos, las dificultades de tipo cultural, económico y social que profundiza el hecho del desplazamiento, las barreras de accesos en la prestación de  servicios por parte del Estado, las limitaciones y vulneraciones en sus derechos fundamentales, entre otros. 
Por ejemplo, en el caso de las mujeres en situación de desplazamiento, con base en los informes presentados por las distintas entidades y organizaciones sociales, la Corte identificó diez factores de vulnerabilidad específicos a las cuales se encuentran sometidas la mujeres en razón a su género, en el marco del conflicto armado interno, a saber: el riesgo de violencia, explotación o abuso sexual; el riesgo de explotación o esclavización para ejercer labores domésticas y roles considerados femeninos en una sociedad con rasgos patriarcales; el riesgo de reclutamiento forzado de sus hijos e hijas por los actores armados al margen de la Ley, los riesgos derivados del contacto o de las relaciones personales o familiares –reales o presuntas- con los integrantes de algunos grupos armados, los riesgos derivados de la pertenencia a organizaciones sociales, comunitarias o políticas de mujeres; el riesgo de persecución o asesinato por las estrategias de control coercitivo del comportamiento público o privado de las personas que implementan los grupos ilegales en extensa áreas del territorio nacional; el riesgo de asesinato o desaparición de su proveedor económico o por la desintegración de sus grupos familiares y de sus redes de apoyo social y material; el riesgo de ser despojadas de sus tierras y su patrimonio con mayor facilidad por los actores armados ilegales; los riesgos derivados de la condición de discriminación y vulnerabilidad acentuadas en la mujeres indígenas y afro descendientes y el riesgo por la pérdida o ausencia de su compañero o proveedor económico durante el proceso de desplazamiento.

Por su parte, los informes presentados por la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la  Nación y la Defensoría del Pueblo, y actores internacionales como el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), el Consejo Noruego, actores nacionales de la Sociedad Civil como la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre el Desplazamiento Forzado, la Comisión Colombiana de Juristas, CODHES, diversos Centros de Estudios y Universidades, Pastoral Social de la Iglesia Católica Colombiana, la Organización Nacional de Indígenas de Colombia, la Asociación de Colombiana de Afrocolombianos, organizaciones de Mujeres, entre otros, han presentados diagnósticos y balances detallados sobre la situación del desplazamiento a nivel nacional y regional, que han constituido insumos con base en los cuales la Corte efectúa el análisis de cumplimiento de  sus órdenes por parte del gobierno nacional. 
De lo anterior se colige que, además de que desde el punto de vista formal la T-025 de 2004 y su proceso de seguimientos conforma un expediente judicial que aún se encuentra en trámite, la documentación producida y allegada a la Corte en el marco de este proceso, representa un cúmulo de narraciones judiciales, gubernamentales y de la sociedad civil que reflexionan sobre el desplazamiento como fenómeno social, sus  causas, dinámicas y consecuencias y sobre cómo superar el estado de cosas inconstitucional, los retos que persisten y los esfuerzos que se han adelantado.
3. Efectos de la Sentencia T-025 de 2004
Quienes han estudiado la Sentencia T-025 de 2004 y la metodología adoptada por la Corte para adelantar su seguimiento, han destacado una serie de efectos positivos en tratamiento del problema del desplazamiento forzado, a saber: (i) la generación de una dinámica de participación de la población desplazada, de las organizaciones protectora sus derechos y de las ONG, en los espacios de diseño, construcción e  implementación de la política pública; (ii) el aumento de recursos por parte de Gobierno Nacional destinados a la atención de la población desplazada y a su racionalización pues el Ejecutivo debió ajustar y priorizar para efectos de procurar el goce efectivo de los derechos de ésta población,; (iii) el avance en el diagnóstico sobre las fallas institucionales, en materia de clarificación de competencias, y en el desarrollo de planes de ajuste institucional; (iv) desbloqueo institucional de Estado que no contaba con datos esenciales para diseñar e implementar políticas informadas sobre la emergencia humanitaria del desplazamiento; (v) el impulso de esfuerzos en cuanto a coordinación y corresponsabilidad interinstitucionales, del nivel central ; y (vi) la apertura de un espacio para que los beneficiarios de las mismas puedan ejercer un control efectivo sobre las medidas adoptadas.
Aunado a lo anterior, se hace énfasis  en que con la sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional enmarco el problema del desplazamiento forzado como un asunto de violación de los derechos humanos de un grupo poblacional vulnerable. Antes de la sentencia, el desplazamiento era percibido generalmente como un efecto de la situación de violencia generalizada en el territorio nacional y, como correlato, se impulsaron políticas de tipo asistencialista que partían de considerar al desplazado como un desposeído o pobre más. 

Con la sentencia T-025 de 2004, se contribuyó a la transformación de la percepción del fenómeno como una crisis humanitaria que afecta los derechos fundamentales de millones de personas y que por tanto requiere de una atención inmediata por parte de las autoridades públicas competentes. 

Lo anterior, ha aportado un marco de interpretación del problema del desplazamiento que se ha venido difundiendo en la memoria colectiva; las personas desplazados son sujetos de derechos constitucionales, a quienes les han sido conculcados sus derechos fundamentales de manera sistemática y masiva y, por tanto, requieren de una respuesta efectiva por parte de las autoridades competentes.
III. Conclusiones y comentarios finales
En la primera parte de esta ponencia, se enunciaron los principios contra la impunidad adoptados por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, destacándose que uno de sus ejes centrales es el derecho a saber o derechos a la verdad. La conservación y preservación de los archivos en los que constan las violaciones de los derechos humanos o se ejercen actividades públicas que procuran su defensa, se debe interpretar de cara a la protección de este derecho. En consecuencia, los expedientes judiciales que versan sobre violaciones a derechos humanos o sobre su defensa, debe ser objeto de protección especial por parte de las entidades públicas nacionales competentes.

Con base en la Ley 594 de 2000, Colombia adoptó un estatuto para la gestión de los archivos. Sin embargo, ni esta norma ni la reglamentación expedida por el Consejo Superior de la Judicatura sobre la gestión documental de los procesos judiciales, definen medidas especiales para garantizar que los expedientes judiciales en comento sean preservados con especial interés, con base en los estándares técnicos de la archivística moderna y los protocolos de seguridad y conservación pertinentes, en la medida que contiene soportes documentales que narran hechos, situaciones y actores  que han intervenido en la violación o defensa de los derechos humanos, y que hacen parte del acervo para la memoria colectiva de la historia de la violencia en Colombia.

El expediente de la Sentencia T-025 de 2004 y su  proceso de seguimiento han creado un campo con actores, procedimientos, formas de intervención y posiciones múltiples que han resultado decisivos para la suerte de las políticas públicas sobre la crisis del desplazamiento en Colombia. Igualmente, ha contribuido a transformar la percepción del problema no sólo entre los actores directamente involucrados en el caso, sino también en la ciudadanía y la opinión pública en general, como una situación de vulneración de derechos humanos.
El proceso de seguimiento de las órdenes de la Corte,  ha permitido espacios directos de interlocución y discusiones sobre el desplazamiento en diversas esferas públicas, desde el SNAIPD y los comités territoriales hasta las organizaciones de la sociedad civil y la academia. 

Con base en lo anterior, se defiende la necesidad de conservación del expediente construido alrededor de la T-025 de 2004 en razón a que, mediante esta providencia, se han tejido discursos institucionales y sociales alrededor de la situación de vulneración de derechos de la población, se ha propiciado un escenario de deliberación interinstitucional alrededor del cumplimiento por parte de las entidades responsables de la ejecución de la política pública, en diálogo abierto con la sociedad. 
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